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2.1.4.2.1.2. Prestaciones económicas 
La protección y atención a aquellas personas que se encuentran en situación de necesidad por carecer 
de ingresos o rentas suficientes para cubrir sus necesidades es seña de identidad de un Estado Social.

La mayor parte de las quejas recibidas, cuya competencia corresponde resolver a organismos autonó-
micos, se refieren a las dilaciones existentes en emitir las resoluciones de Prestaciones No Contributivas 
(PNC), o de las denominadas Rentas Mínimas de Inserción Social en Andalucía (Rmisa). 

También hemos recibido quejas referidas a las dilaciones existentes en las resoluciones del Ingreso Mí-
nimo Vital, que por corresponder su gestión al Instituto Municipal de Seguridad Social, no se tramitan 
en esta Defensoría, enviándose al Defensor Estatal. 

Continúan igualmente generando problemas a las familias con pocos recursos económicos los reintegros 
a consecuencia de revisiones de prestaciones, bien sea tras comprobarse variaciones en los ingresos 
familiares o por la concurrencia de dos prestaciones referidas al mismo periodo. 

También han requerido nuestra ayuda quienes se habían dirigido a los Servicios Sociales Comunitarios 
solicitando una ayuda de emergencia y ésta no se ha facilitado en plazo o bien no han visto satisfecha 
su pretensión por distintas cuestiones.  

2.1.4.2.1.2.1. Ingreso Mínimo Vital (IMV): una renta 
básica garantizada

En los primeros meses de este año 2024, casi todas las quejas que se recibían estaban referidas a las 
dilaciones en emitir resoluciones a las solicitudes de IMV, afectando especialmente a personas muy 
vulnerables, que necesitan que sus expedientes sean resueltos con carácter de urgencia. Es el caso del 
promotor de la queja 24/0194, que se encuentran en situación de calle, o el caso de la promotora de la 
queja 24/1211 que nos informa de que se encuentra en una grave situación de vulnerabilidad dado que 
tiene dos hijos menores, sin ayuda de ningún familiar ni de ningún organismo público, con los únicos 
ingresos de 121 euros de la ayuda familiar.

En otras ocasiones los promotores ponen de manifiesto que se encuentran en una situación de des-
empleo de larga duración, sin ingresos y sin posibilidades de hacer frente a los pagos de la vivienda, 
viéndose abocados a un desahucio. Situaciones que se complican aún más cuando las personas tienen 
algún grado de discapacidad que les dificulta acceder a un trabajo. 

Se siguen recibiendo quejas referidas a la relación 
entre el empadronamiento y las resoluciones del IMV. 
También por devolución de ingresos indebidos

Es este el caso del promotor de la queja 24/0364, que tras ser remitida para su tramitación hemos 
conocido que tras denegarle una primera solicitud, por no haber podido ser notificada, y por lo tanto 
deviniendo firme, se ha vuelto a solicitar una nueva que finalmente ha sido aprobada.

También se siguen recibiendo quejas referidas a la relación entre el empadronamiento y las reso-
luciones del IMV. En algunos casos por tener dificultades para empadronarse en un domicilio, dado 
que no todos los ayuntamientos acatan las instrucciones del Instituto Nacional de Estadística para la 
gestión del Padrón y se niegan a empadronar a quienes residen en una vivienda sin título que legitime 
esta situación, dejando a estas personas en una mayor precariedad, de la que les es muy difícil salir. A 
modo de ejemplo, en la queja 24/5283 el Ayuntamiento de Andújar ha resuelto negativamente el em-
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padronamiento de una pareja con hijos, sin recursos y 
sin poder solicitar el IMV. 

En otras, por necesitar documentar que pertenece a 
una unidad de convivencia independiente, teniendo 
que acreditarlo a través de los certificados de los Servi-
cios Sociales Comunitarios. No son pocos los casos en 
los que las personas residen con unidades familiares 
que no dejan empadronarse al perjudicar las posibles 
rentas del IMV a otros recursos económicos que se re-
ciben, como pudiera ser una PNC, que sí computa la 
totalidad de las rentas familiares, (queja 24/2797). 

Pero las quejas más recurrentes en este año 2024 
han sido las referidas a la devolución de ingresos 
indebidos. En la queja 24/7204, informa la promotora 
que tras tramitar su expediente de IMV con el aseso-
ramiento de los Servicios Sociales Comunitarios, había 
recibido una notificación de la Seguridad Social en la 
que se le informaba de que “como consecuencia de 
la información tributaria correspondiente al ejercicio 
fiscal de 2021, se había acordado declarar extinguido el 
derecho a la prestación del IMV con efectos retroactivos 
desde el 1 de enero de 2022”. 

Unas revisiones que, como el caso que nos ocupa, con-
lleva que las personas destinatarias se vean en serias 
dificultades para abonarlas. 

Consideramos relevante lo recogido en el Informe Anual 
2023 del Defensor del Pueblo de España en el que se 
hace referencia a las causas que provocan estas revisio-
nes, dado que entienden que “no es razonable que se 
dejen transcurrir hasta siete meses percibiendo una 
cuantía inadecuada, ya sea por exceso o por defecto, 
incrementándose mucho la deuda cuando el cobro ha 
resultado indebido”. 

Y se refiere a la gestión de las pensiones no contributi-
vas de la Seguridad Social, que también incluye una re-
visión anual del requisito de vulnerabilidad económica 
y, por tanto, de las rentas obtenidas por el beneficiario 
en el ejercicio anterior. Unas solicitudes en las que se 
contempla que los beneficiarios hagan una declaración 
responsable de sus ingresos en el primer trimestre del 
año. 

“En el caso del ingreso mínimo vital, teniendo en cuen-
ta el deber de los beneficiarios de hacer declaración 
por el IRPF, la ley bien podría contemplar que la revi-
sión se efectuase directamente con esa declaración 
fiscal y desde el momento de presentarse, todo ello sin 
perjuicio del margen de comprobación posterior tanto 
por parte de la Administración tributaria como por el 
Instituto Nacional de la Seguridad Social, o la entidad 
gestora competente”.
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